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Preliminar

La ponencia que presentamos, es un eslabón más dentro de la marcha del proyecto de investigación titulado  “Fortalecimiento de las instituciones a través del control de gestión y de la participación ciudadana como reaseguro de los Derechos Humanos y su vigilancia cotidiana”, realizado dentro marco del Programa de Proyectos de Alto Impacto Socio-económico, de la Secretaría de Ciencia y Tecnología, Ministerio de Educación de la Nación, año 2004.

Este proyecto se desarrolla bajo la dirección de la Dra. Noemí Nicolau, la co-dirección del Dr. Tomás Hutchinson, y cuenta con la participación de las Dras. Adriana Taller, Solange Delannoy, Adriana Mack, Analía Antik, y nóveles profesionales y estudiantes. 

Los primeros avances de esta investigación fueron presentados en las Jornadas Nacionales de Investigación y Discusión: “Reforma del Estado/Reforma de la Justicia: ¿De qué reforma hablamos?”, organizadas por la Universidad Nacional de Quilmes, Buenos Aires, 2004, Registro ISBN 987-558-043-0.

Introducción

La hipótesis de trabajo de la que partimos en el presente proyecto es que, la carencia de planificación de políticas públicas adecuadas y mensurables y de participación efectiva de los habitantes en el control de la utilización de las finanzas públicas, son algunas de las causas que impiden el desarrollo del país y por tanto el mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos y, en definitiva, la protección permanente y cotidiana de los derechos humanos de los mismos.

Limitando la cuestión a la Provincia de Santa Fe y a la Municipalidad de Rosario, conjeturamos que el sistema de control del gasto público existente, no responde a los requerimientos de una mayor exigencia de responsabilidad concerniente a una democracia en una economía de mercado, y no favorece la cultura del control. El fortalecimiento del Estado Constitucional de Derecho está íntimamente relacionado con la redefinición del control. La gobernabilidad democrática institucionalizada en reglas transparentes, eficaces y eficientes, que se traduce en una mejor administración de los recursos públicos, en una creciente satisfacción de las necesidades básicas de la población involucrada y por consiguiente en una disminución de la violencia. Una organización adecuada, eficiente y eficaz, con control social, permite un nivel de out put en la prestación de los bienes y servicios públicos, que dará lugar a un desarrollo humano sostenible y redundará en el mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos y de la calidad institucional del Estado. Según James L. Chan “La información contable se puede utilizar para controlar y hacer cumplir las condiciones de los contratos económicos, sociales y políticos. Cuando un gobierno realiza transacciones en el mercado -ya sea la compra o la venta de servicios o la concesión u obtención de préstamos- está sujeto a la responsabilidad económica. Cuando establece impuestos para financiar servicios públicos contrae una responsabilidad política.”
 Si bien los gobiernos se caracterizan por un cierto nivel de planificación y control, sólo los gobiernos democráticos tienen la obligación de facilitar el acceso a sus cuentas directamente a los auditores e indirectamente a los ciudadanos, a través de los informes financieros. La transparencia fiscal es un atributo limitativo para las entidades públicas, por cuanto que facilitar información es ceder poder. La responsabilidad de los gobiernos y de los sistemas políticos, se refleja en la estructura reglamentaria de la publicación de las cuentas financieras públicas.
 El ejercicio de responsabilidad requiere de instituciones entendidas como organizaciones y reglas de juego. La cuestión de los Derechos Humanos, hoy no es tanto su fundamentación sino la de su protección, y a este campo pertenecen las instituciones llamadas a vigilar su efectivo cumplimiento. 

Los Entes Fiscalizadores Superiores (EFS) pertenecen a este entramado que controla la actividad pública y garantiza el derecho de todos los ciudadanos a la equidad y justicia del gasto público, para lo cual los informes públicos son indispensables. Una equitativa distribución del gasto público garantiza la realización de los derechos económicos y sociales.

Marco Teórico

Para la “Enciclopedia Giuridica Treccani” el término control pertenece al lenguaje de la ciencia social. Por lo tanto, si lo trasladamos a un campo más vasto como el de la ciencia jurídica, podemos definirlo en un sentido muy amplio como la “verificación de regularidad de una función propia o de otro”, no tiene esta definición nada de científico, pero pone de manifiesto los elementos que constituyen lo mínimos denominadores del control: la existencia de una función; y la fijación de algunas reglas para su ejercicio. 

Cada institución jurídica es el producto histórico que deriva “de las tensiones, mediaciones, compromiso, entre las fuerzas sociales de un determinado momento histórico”. La complejidad de la administración obliga a la reconstrucción del contenido de sus funciones y por lo tanto, de la de las reglas que la rigen, en consecuencia, también el control debe adecuarse a nuevos criterios, que tenderán a enfatizan la evaluación de la eficiencia, la economía y la eficacia de la acción pública. Producto de los cambios de las funciones del Estado, el control hoy, “tiene por objeto el análisis de una actividad compleja en todo su desarrollo”, no controla actos singulares o momentos. Podemos definirlo como una operación jurídica correspondiente, a un sujeto (u órgano), debidamente habilitado, que tiene el deber de examinar (realizar la revisión) las operaciones realizadas por otro órgano o sujeto, o controlar el porque de su inacción. 

Acorde con esta definición, podemos sostener que el control es connatural con la organización del ordenamiento jurídico y de la actividad de los poderes públicos, por lo tanto -como veremos en otro punto de nuestro trabajo-, se va diferenciando en múltiples especies. Desde un punto de vista muy general el control sobre la Administración pública puede definirse como aquella función que se ejerce en el ámbito de la subordinación jerárquica (control interno), o la función que se ejerce fuera de esa relación (control externo). El control siempre da lugar a un juicio de conformidad o no, con relación a determinadas reglas o cánones a los cuales debía adaptarse, o desarrollarse la actividad controlada.

Hoy el control no puede limitarse sólo al examen del respeto de la norma o de la gestión, sino ha de comprobar la regularidad, el buen funcionamiento, y la correspondencia a los fines queridos por las leyes y la eficiencia. El problema del control es el estudio de la hacienda eficiente, o sea ver la administración como una hacienda y estudiar los resultados.

El control de la ejecución del presupuesto en principio, es un mecanismo mediante el cual, el Estado Constitucional puede conseguir una administración transparente y eficaz del gasto público. En el Estado de Derecho decimonónico los órganos de control externo eran órganos centralizadores de la contabilidad del Estado, los cuáles efectuaba un control formal y legal con el objeto de verificar que los recursos se hubiesen utilizado de acuerdo a los fines previstos, sin incluir, la verificación de las metas y los resultados obtenidos, en relación con los recursos utilizados. Con el Estado Constitucional, los controles clásicos son casi imposibles de realizar, ya que son innumerables los documentos relacionados con los movimientos contables del sector público, y que habría que controlar.
 Esta función hoy es desarrollada por el llamado control interno de la Administración, lo que impone una estrecha colaboración entre los órganos encargados del control interno (que efectúan un control previo del gasto) y los encargados del control externo. “Incumbe a lo EFS, como órgano de control externo, controlar la eficacia del órgano de control interno, ha de aspirarse a la delimitación de las respectivas funciones, a la delegación de funciones oportunas y a la cooperación entre la EFS y los órganos de control interno, independientemente del derecho de los EFS a un control total.”
 

Los órganos de control externo de los Estados Democráticos, en la actualidad tienen a su cargo una función más compleja que la tradicional, consistente en la fiscalización de la actividad económica-financiera del sector público, buscando la eficacia y la eficiencia en la gestión pública. Aunque a priori se pueda distinguir cuatro modelos de control del gasto público (esto es;  independencia absoluta del órgano de control externo, o vinculación a uno de los tres poderes clásicos del Estado) lo cierto es que ninguno de estos cuatro se ha llegado a aplicar en un sentido puro o estricto. Más bien podemos afirmar que en realidad se pueden encontrar múltiples sistemas mixtos. Así, en los casos de Suiza y Dinamarca, los órganos de control forman parte del Gobierno. En España, Bélgica, Noruega, Austria y EEUU (y en nuestro país) se entiende que dependen del Legislativo; mientras en Francia e Italia forman parte del Judicial. Por el contrario Alemania y el Reino Unido son los que más se acercan al modelo de independencia absoluta.

Según Righettini, actualmente en la relación política-administración, el control se presenta como un problema de gobierno, que nos obliga a responder los siguientes interrogantes: ¿Cómo garantizar el alcance de los objetivos propuestos? y ¿Cómo distribuir la responsabilidad y los recursos entre los diferentes actores que operan en el ámbito decisional de la Administración Pública?. 

Es sabido que la división entre política y administración tiende a establecer una relación jerárquica y por lo tanto de subordinación, entre quién establece los objetivos y quién actúa para concretarlos. Esa relación de subordinación se resuelve a favor de la política, por lo tanto, es necesario establecer técnicas e instrumentos que permitan al poder político controlar el comportamiento de los administradores. Concretamente en el ámbito de la Administración, el control se convierte en una técnica de dirección y administración, conformando un sistema de producción y difusión de información útil para la dirección y haciendo posible que la misma pueda ejercer revisiones sobre el funcionamiento y rendimiento de la organización en general.

Desde un punto de vista general, el control del Sector Público puede realizarse dentro del ámbito propio de la administración (control interno), o por órganos externos a la misma (control de las EFS). Este tipo de control siempre dará lugar a un juicio que trata de verificar la conformidad o no, a determinadas reglas o cánones sobre la base de los cuales debe desarrollarse el acto o actividad controlada, ya que el controlante debe tutelar  determinados valores jurídicos o metajurídicos. 

Esta definición de control reviste un carácter garantístico formal, que  como hemos dicho hoy no resulta suficiente, ya que con el advenimiento del Estado intervensionista y responsable, el control no puede limitarse sólo a la verificación de la regularidad o a la correspondencia de la actividad controlada a las reglas jurídicas, sino que deviene, en un control objetivo, vale decir, que debe verificar también, la correspondencia entre los objetivos alcanzados y los propuestos previamente por la Administración.

Entonces, controlar en función de la correspondencia operativa entre objetivos perseguidos y los verdaderamente alcanzados, significa que toda la actividad administrativa debe estar controlada, desde el momento de la formación de la voluntad, hasta el momento de su desarrollo y ejecución. La doctrina está conteste en considerar que la actividad de control se transforma en una compleja red de relaciones interorgánicas e intersubjetivas, que confluyen en una “composición operativa de intereses públicos”. “Lo esencial en el control es evitar que el mismo se reduzca a un esquema, a una investigación automática, sin llegar más a fondo.  Los criterios de control (incluso en los de sólo legalidad) no deben servir para el desarrollo de una operación lógica formal, sino para salvaguardar concretos valores políticos- administrativos”.

Así, la función de control se dirige no sólo al control de la legalidad de los actos, sino también a toda la actividad de la Administración Pública, exigiendo de ésta eficiencia, economía y productividad. Este tipo de control que podemos denominar “operativo” debe tener en cuenta todos los aspectos económicos más importantes de la gestión administrativa. En consecuencia, aquél se vuelve parte operante de la acción administrativa, en tanto que debe determinar la correspondencia de la acción de la Administración Pública, no sólo con las leyes sino con otros parámetros metajurídicos previamente fijados, al mismo tiempo que dirige a la actividad no sólo  a la consecución de los fines, sino que, además, previene los vicios de irregularidad que requerirían una acción represiva del control. En definitiva, tales verificaciones no agotan la acción al momento del control, sino que tiene como objetivo promover las medidas necesarias e idóneas que permitan asegurar adecuados y mejores criterios, así como los objetivos propuestos, vale decir revalorar y mejorar la actividad sometida a control.

Se puede observar de acuerdo con el desarrollo precedente, que el control jurídico consta de dos fases; una de control de regularidad (legitimidad y oportunidad), y otra fase que implica un acto de pronunciamiento, que a su vez podrá ser positivo, negativo o tácito. El control así concebido se constituye en una función incentivante y dialéctica, dado que empuja a la consecución del mejoramiento de la actividad controlada.
 En consecuencia el control no puede limitarse sólo al aspecto negativo de la restricción, impedimento o anulación, sino que lleva implícito un concepto de continuidad y finalidad: se controla para descubrir la verdad.

El control en su esencia busca la conformidad a determinados cánones previamente establecidos y que configuran un modelo ideal. En consecuencia, el hecho de que se deban perseguir determinados valores pone en evidencia la característica social del control y de sus fines.
 

Según nuestra opinión, es éste el sentido que le imprime al control, la “Declaración del INTOSAI efectuada en Lima en 1976”, en ella, el control de regularidad sobre la gestión y la contabilidad se mantiene inalterable, pero junto al mismo se pone igual énfasis sobre el control relativo a la eficiencia, utilidad, economicidad del ejercicio de los poderes públicos, no limitando el control sólo a una gestión determinada, sino a toda la Administración pública.  Así, en el preámbulo nos dice que “...los objetivos especificos de la fiscalización, a saber, la apropiada y eficaz utilización de los fondos públicos, la búsqueda de una gestión rigurosa, la regularidad en la acción administrativa y la información, tanto en los poderes públicos como al país, mediante la publicación de informes objetivos, son necesarias para la estabilidad y el desarrollo de los Estados, en el sentido de los postulados de las Naciones Unidas.”

Las Técnicas De Auditoría

Las técnicas de auditoría representan, en el campo del control, una superación de los criterios formalistas de control. La auditoría trata de dar credibilidad a la gestión financiera, ello significa la adopción de precisos criterios standars de contabilidad, y que el auditor actúe sobre la base de criterios propios, también rigurosos y standars.  La auditoría se configura como una evaluación independiente, objetiva y rigurosa de una determinada posición financiera, sobre la base de dictámenes que establecen una opinión sobre la actividad del ente sujeto a control. Dicha opinión debe, además, contener las sugerencias que permitan según la misma, mejorar el funcionamiento del ente.

La técnica de auditoría pone atención además del control de la legalidad, en el control de eficiencia, eficacia y economía de un programa o proyecto determinado, requiriendo en consecuencia, la presencia de especialistas en diversas disciplinas como juristas, contadores, ingenieros y estadísticos. La auditoría no busca tanto las responsabilidades individuales, por lo tanto no sanciona.  El auditor trata de individualizar las razones de la ineficacia o de la falta de resultados satisfactorios, consecuentemente tratará de determinar las causas genéticas, el por qué y, por último, en el dictamen sugerirá como modificar las estructuras y los procedimientos a adoptar (leyes, reglamentos, prácticas) con el objetivo de evitar la repetición de abusos, despilfarros, errores y disfunciones. Es un control útil, ya que trata de establecer intervenciones correctivas con el fin de ahorrar dinero, mejorar los procedimientos, racionalizar la gestión de programas y servicios más eficientes.

La auditoría se configura así, como un control correctivo, de proyección, positivo y superador: por lo tanto como forma de colaboración, no-antagonista o contrapuesta a la administración activa, es un instrumento de estímulo hacia la Administración Pública para el logro de eficiencia, más que una actividad represiva. La auditoría es también un procedimiento de control que se verifica a si misma, su eficacia, la consecución de sus programas y objetivos con el fin de autocorregirse.

METODOLOGÍA 

Empleando el método de la triangulación recursiva, se verificará la hipótesis de trabajo. Como primer actividad, se produjo el análisis de los ordenamientos normativos existentes en la Administración Pública provincial de Santa Fe y municipal de Rosario.

Más adelante, mediante el análisis del presupuesto, se identificarán las políticas públicas implícitas en materia de utilización de las finanzas públicas. A esos fines se analizarán los alcances del control que se ejerce sobre la Administración Pública y la composición, competencia y actual comportamiento de los órganos encargados del referido control. Se relevará la legislación que regula los órganos de control y la jurisprudencia y doctrina elaborada en torno a la misma. A fin de verificar el funcionamiento de las normas en la realidad, se investigará: 

1) el presupuesto oficial en los últimos diez años, analizándose el gasto desagregado por cada período. 

2) el presupuesto oficial de los órganos de control de los últimos 10 años, analizándose el gasto desagregado por cada período.

3) la opinión de los funcionarios y ex funcionarios de las administraciones provincial y municipal, mediante entrevistas semiestructuradas (trabajo de campo que se encuentra en curso).

4) la opinión de dirigentes de organizaciones intermedias defensoras de los derechos humanos y de los consumidores, mediante entrevistas semiestructuradas. 

5) la opinión de los empleados de las administraciones públicas provinciales y municipales con oficinas en la ciudad de Rosario, mediante muestreo aleatorio estratificado. 

6) la opinión de los ciudadanos de la ciudad de Rosario, mediante muestreo aleatorio estratificado. 

Luego, mediante el método de triangulación recursiva, se construirán los modelos jurídicos que se estima permitirán resolver los problemas que se detectan en la actualidad en materia de políticas públicas de control, seguridad y derechos humanos. 

En tal sentido, se relevará la legislación y doctrina nacional y comparada, más significativas que permitan conocer las respuestas jurídicas brindadas en otras jurisdicciones y países al problema en estudio. Se analizarán esas respuestas y se las comparará con el derecho local. Teniendo en cuenta los límites propios de la “recepción” de modelos jurídicos foráneos, se seleccionarán aquéllas que se estimen más valiosas para incorporarlas en los diseños que se elaborarán. Se diseñará un modelo de políticas públicas que garantice -además de una planificación metodológicamente correcta- su mensurabilidad como cuestión esencial en materia de finanzas públicas.

Amén de lo expresado, en el proyecto se plantearon los siguientes objetivos:

- La educación al ciudadano en sus funciones de control en la gestión de las finanzas públicas. 

- El apoyo a las entidades intermedias y empresas privadas, que destinen recursos a la formación de los ciudadanos en el control de las finanzas públicas y en el cumplimiento de las políticas públicas.

- La participación de los ciudadanos en las políticas de control.

Se propondrán además, proyectos de leyes provinciales y ordenanzas municipales que organicen institutos jurídicos para lograr:

- Modernizar la sistematización del proceso presupuestario y de control. 

- Planificar políticas públicas en materia de finanzas públicas, metodológicamente correctas que permitan su mensurabilidad.

- Establecer controles permanentes en reparticiones críticas en la ejecución del presupuesto (vgr: hacienda, obras y servicios públicos).

- Concretar la responsabilidad de los funcionarios encargados de la gestión pública.

Fuentes De Información

Constitución Nacional (t.o. 1994), Constitución de la Provincia de Santa Fe, Ley 24156/1992, www.intosai.org.ar/recomendaciones, Ley Orgánica de Municipalidades Nº 2756, Ley 12510 (Ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado de la Provincia de Santa Fe), Ley 6592/1970, Decreto Nº 00601/1973, Ley 10.580/1990, Ordenanza Nº 5689/1993 y sus modif. Nros. 5728/1993, 6199/1996 y 6477/1997.

Metodología Del Trabajo De Campo

En esta etapa del trabajo de campo, se realizaron entrevistas a informantes-clave, recogiendo información para el diagnóstico. Los informantes-clave provienen de una selección de expertos que actúan en tres organismos del Municipio: el primer grupo está constituido por los integrantes del Tribunal Municipal de Cuentas con un perfil altamente técnico; el segundo por concejales con un carácter político y el tercero, integrado por funcionarios de planta permanente de nivel directivo del Departamento Ejecutivo Municipal.
Evaluación De Las Entrevistas

Tribunal Municipal De Cuentas De La Ciudad De Rosario (TMC).

La técnica utilizada fue la de entrevistas focalizadas. 

Como un claro ejemplo de la evolución del control en los municipios, el 9 de noviembre de 1993 el Concejo Municipal de la ciudad de Rosario dicta la Ordenanza Nº 5.689, la cual junto con sus modificatorias (Nº 5.728/93, 6199/96, 6477/97 y 7767/04), crea y reglamenta el funcionamiento del TMC, al cual le corresponde ejercer no sólo el control de legalidad de los actos administrativos, sino también el control de gestión, aunque no así el juicio de cuentas y el de responsabilidad, a diferencia de su equivalente provincial.

Este TMC, de conformación multidisciplinaria, efectúa a través de sus dictámenes, recomendaciones al Departamento Ejecutivo, entes descentralizados y al Concejo Municipal. La experiencia indica que las mismas, si bien contemplan la verificación de la legalidad y la adecuada gestión de los actos administrativos, no han logrado imponer una cultura de control en la Administración, así como tampoco se verifica una interacción con la sociedad que permita la consecución de los objetivos antes referidos.

El Tribunal Municipal de Cuentas está integrado por tres profesionales, dos contadores públicos y una abogada. Su integración es por concurso público y abierto. 

Como resultante de la entrevista a los miembros del Tribunal de Cuentas, podemos señalar, según sus relatos, lo siguiente:

1. Poseen diferente antigüedad en los organismos de control, el vocal A (Contador Público) pertenece a la primera integración del mismo desde que se constituyó en 1996 hasta la fecha, la vocal B (abogada) no ha participado con anterioridad en un organismo de control, y el vocal C, fue fiscal de cuentas por el término de ocho años. Todos han desempeñado funciones o empleos en la Administración pública, nacional, provincial o municipal. El vocal A se desempeñó como empleado administrativo desde 1961 a 1978, su última función fue como Director de Contabilidad, en la Universidad Nacional del Litoral, luego en la Universidad Nacional de Rosario. La vocal B fue asesora legal de la Secretaría de Salud Pública, desde 1998 a 2002 y Jefa del Área Legal, Secretaría de Salud Pública, hasta febrero de 2005, todos en la Municipalidad de Rosario. El vocal C desempeñó cargos en la Administración Pública Provincial durante 19 años, en la Contaduría General de la Provincia 14 años y como Contador Fiscal en el Tribunal de Cuentas Provincial, durante 5 años. En la actualidad, el vocal C está a cargo de la presidencia del Tribunal, funciones que son rotativas y duran un año según su reglamento interno. 

2. Todos consideran que el control, según la normativa vigente, es fundamentalmente legal y contable. Respecto al grado de interdisciplinariedad, todos lo consideran necesario y suficiente la porción de la misma en la integración del Tribunal. Señalan que, recientemente en un nivel inferior jerárquicamente, se han incorporado otros profesionales, pero hicieron la salvedad de que les era difícil trabajar interdisciplinariamente. Los discursos disciplinares del otro no se comprenden y entonces, el controlador no puede confiar absolutamente en el dictamen del perito. La vocal B agregó que además como ejemplo que el sistema de salud municipal es muy complejo y de gran extensión, y con los recursos humanos actuales no pueden ejercer un control exhaustivo. El vocal A agrega que, aunque los recursos humanos no son suficientes, podrían contratarse auditores especializados para casos concretos. 

3. A la repregunta de si podría ser una alternativa la consulta a la Universidad para esos casos especiales, dos vocales responden que sí que les parecería adecuado y que en casos puntuales, la Municipalidad había firmado convenios con la Facultad de Derecho y otras Casas de Altos Estudios, para tareas concretas. El vocal A considera que la Universidad no debe competir con los profesionales, que no es ético.

4. Los tres acuerdan que los recursos disponibles no son suficientes. Se necesitan muchos más recursos humanos y por ende materiales, ya que el espectro de control es muy amplio; hay que controlar un presupuesto anual de más de $ 450.000.000. Consideran necesario ampliar la cantidad de contadores fiscales al doble, más abogados y más personal administrativo. 

5. Interrogados sobre la duración del mandato en un primer momento responden que les parece adecuada la duración. En el desarrollo siguiente de la entrevista, surge como altamente positiva la percepción de la independencia de los vocales, dado el mecanismo de selección mediante concurso público y abierto, destacando que son el único Tribunal de Cuentas en el país que se conforma de esta manera, estableciéndose el sistema de concurso tanto para la integración del Tribunal, como para el Fiscal de Cuentas. Se les pregunta si tienen bloqueado el ejercicio profesional, responden que sí y entonces, aparecen los reparos respecto del salario y las dificultades de retornar al ejercicio profesional, luego de seis años. También señalan que no sería necesario bloquear el título, si el Tribunal no tuviese facultades jurisdiccionales. Si las tuviera, entonces sí es asimilable al Poder Judicial y se justificaría la estabilidad mientras dure el buen desempeño y el bloqueo del título. Además, señala el vocal A, que la normativa que regula la constitución y el funcionamiento del Tribunal de Cuentas Provincial, contiene una cláusula de enganche con la estructura salarial del Poder Judicial. Luego de estas digresiones, aparecen las dudas sobre la duración del mandato y se afirma que es un tema que hay que repensarlo.

6. No utilizan un manual de organización y funciones, sí existe un reglamento interno. 

7. Los objetivos del control para el Tribunal consisten en retroalimentar el sistema de información de la Administración, para señalar o indicar el no cumplimiento de las normas, a efectos de que la misma tome nota para corregir su accionar y para mejorar el procedimiento administrativo. Esta retroalimentación incluye también señalar los aciertos, aspecto que consideran muy importante, ya que fortalece a los funcionarios y empleados que se desempeñan eficiente y eficazmente. Insisten en que un control debe ser correctivo y no represivo. Han implementado en la presente integración del Tribunal políticas nuevas, seguimientos de casos para verificar si se ha dado cuenta de las observaciones en las actuaciones futuras, ya que su control es ex post. Señalan que el Tribunal tiene un papel de veedor en las Juntas de Compras, que si bien no efectúan dictamen, en la generalidad de los casos se los incluye en el acta y se escuchan sus recomendaciones. Indican como necesaria la buena disposición del controlado, para colaborar brindando la información que ha de constituir el material para producir el control. Han logrado una buena disposición a la información, mediante la implementación de un preinforme al controlado, previo al dictamen. Luego el dictamen se envía al Departamento Ejecutivo y al Concejo Municipal. 

8. El presupuesto de la Municipalidad hasta el 2004 inclusive, se proyectaba como presupuesto por programas pero no se ejecutaba de esta manera, ya que la implementación del presupuesto por programas, requiere de una serie de indicadores que no estaban disponibles. A partir del corriente año, el presupuesto se ejecuta como presupuesto por programas, en consecuencia, hasta la fecha no se realiza un control y evaluación de la gestión administrativa, respecto a las operaciones financiero-patrimoniales.

9. No realizan el Juicio de Cuentas y Responsabilidad, ya que nunca les fue requerido por parte del Concejo Municipal, el proyecto de reglamentación para que fuera operativo. Aclaran que el control de gestión tiene que ver con el cumplimiento de los programas, y no con el mérito, oportunidad y conveniencia, que es de orden político y corresponde al Concejo Municipal. 

10. En cuanto a los trámites sujetos a su jurisdicción, señalan que se hacen en base a un plan anual de auditoría, donde se señalan las prioridades de acuerdo a la importancia que pueda tener el tema, todo sobre bases selectivas enmarcadas en importancia conceptual o de significación económica o a requerimiento del Concejo Municipal. También, señalan que hay trámites sencillos que duran una sola semana y otros complejos que llegan a abarcar todo un año. No existe lo que en otros organismos se denomina reparo administrativo u observación legal, dado que sólo se ocupan del control posterior. No obstante, de existir observación a un acto administrativo, se implementan los procedimientos necesarios para que se subsanen las falencias o se cambien los procedimientos para el futuro. Recuerdan el caso de la Terminal de Ómnibus, en el cual se tomó en cuenta la observación del TCM, también hay dictámenes que permiten a la Municipalidad abrir una investigación, así como hay dictámenes sobre balances que generan correcciones en el próximo. Muchas veces hay respuesta, hay un ida y vuelta, pero siempre depende del funcionario que está a cargo, a veces hay colaboración y a veces no. En esta gestión sí hay mucha colaboración por un cambio en la política del Tribunal que se originó con la nueva integración, que tiene que ver con la concepción del control.

11. Consideran que el obstáculo mayor que han encontrado en su gestión es el presupuestario, ya que el presupuesto vigente en el Tribunal fue elaborado por la anterior integración, y aquel devolvía dinero al fin del ejercicio. Aparece claramente una diferenciación entre esta integración y las anteriores, respecto de su concepción del control y el gasto público. Señalan como otros obstáculos, la imposibilidad de designar personal de planta permanente y que al solicitar transferencia de personal con experiencia desde otros organismos municipales, se encontraron con resistencia. 

12. En cuanto a las modificaciones a introducir, consideran necesario definir con mayor precisión la jurisdicción y competencia del Tribunal, y facultar al órgano para reglamentar todas aquellas situaciones expresadas en la norma, pero de no aplicación en caso de que no se reglamenten y dotar a la institución de una mayor cantidad de profesionales. Expresan dudas respecto de la necesariedad del control sobre el Banco Municipal de Rosario, ya que éste como entidad financiera está controlada por el Banco Central, pero hay figuras nuevas como las personas jurídicas públicas no estatales, que escapan por el momento al control. Los entrevistados consideran que siempre que haya transferencia de fondos públicos, debe haber control. Insisten en que el perfil del Tribunal no debe ser represivo y que la rendición de cuentas basada en la verificación de comprobantes es imposible de ejecutar, entonces, la solución sería una reestructuración de la información con otros organismos como la Administración Provincial de Impuestos, la AFIP y la Dirección General de Finanzas de la Municipalidad. Por último añaden que, en caso de transformarse los municipios en autónomos, el Tribunal requeriría de una mayor integración, pensando como número adecuado el de cinco miembros. También se debería duplicar el número de contadores fiscales y contar con más abogados y otros profesionales, en razón de que el objeto a controlar aumentaría sus dimensiones en forma significativa. En estos momentos sólo cuentan con una estructura de veintitrés personas, teniendo en cuenta que no hay Tribunal de Cuentas en la Argentina, que tenga no menos de 100 personas en su estructura.

Control Político Del Sector Público Municipal: Entrevistas a Concejales de la Ciudad d e Rosario.

Las entrevistas fueron realizadas a concejales de los bloques oficialista pertenecientes al Partido Socialista y de la oposición, pertenecientes al ARI y al Partido Justicialista, en razón de resultar los informantes los de mayor representatividad en el seno del cuerpo al cual pertenecen.

Las entrevistas fueron estructuradas, realizadas algunas oralmente, y otros prefirieron responder por escrito. 

Del análisis de las respuestas a las preguntas formuladas con relación al control de la gestión municipal, se ha advertido que los entrevistados coinciden en que:

1. Los objetivos del control, son garantizar la transparencia en el manejo de los dineros públicos y la idoneidad y honestidad de los funcionarios en sus áreas de competencia; la evaluación y eventual corrección de las acciones de un organismo público en el cumplimiento de sus objetivos y en lo específico del control financiero y patrimonial, el cumplimiento de normas y procedimientos establecidos. 
2. Respecto de si es necesario realizar reformas con relación a los órganos de control y las normas que lo regulan, se muestran conformes con la última reforma efectuada a la ordenanza que regula el funcionamiento del TMC, al otorgarle la función de sustanciar el Juicio de Cuentas y el Juicio Administrativo de Responsabilidad Contable y Administrativa Patrimonial y la de efectuar la denuncia penal cuando así correspondiera. Ninguno se refirió en este punto a los órganos de control interno.

3. En cuanto a los medios o instrumentos jurídicos que utilizan los entrevistados para ejercer el control en el área de su competencia, se refirieron fundamentalmente a la labor que a tal fin desempeña el TMC y no a los instrumentos o medios que ellos utilizan o utilizarían. Sólo uno de los entrevistados perteneciente al bloque opositor, hizo hincapié en la falta de remisión por parte del DEM de todos los decretos que dicta y en la inexistencia de normas que obliguen al órgano ejecutivo a contestar los decretos o minutas que contienen pedidos de informes sobre la gestión municipal.
4. Todos los entrevistados están contestes en que los órganos de control, tanto internos como externos, son necesarios. 

Y, presentan divergencias en torno a las siguientes cuestiones:

1. Con relación al control y evaluación de la gestión administrativa que desarrolla el DEM, el representante del bloque del ARI, considera que el control interno se da a través de la Dirección General de Investigaciones Administrativas y el externo,  por medio del TMC. Para el bloque justicialista, no funciona correctamente el control interno, ya que los funcionarios a pesar de ser de carrera, no son críticos con la gestión oficial, destacando sin embargo, el buen funcionamiento del TMC. Por su parte, el bloque oficialista, considera que el control interno se realiza a través de la Contaduría Gral. y de la Dirección Gral. de Auditoría y en el externo por el TMC y que ambos funcionan adecuadamente.

2. Respecto de la eficacia y eficiencia de los órganos de control y de su necesidad,  el bloque del ARI sólo lo advierte en el órgano de control externo (TMC), estimando que hay que otorgarle mayores atribuciones a los fines de optimizar sus funciones de control. El bloque justicialista, dice que se desconoce el resultado del control interno, por considerar que no se lleva a cabo con la publicidad y transparencia como la que manifiesta el TMC. En cambio, el bloque oficial, opina que tanto los órganos de control interno como el de control externo, funcionan correctamente. 

3. Con relación a los obstáculos que han encontrado en su tarea a los fines del control, el bloque oficialista los considera inexistentes. En tanto, la oposición ha señalado que los obstáculos son esencialmente políticos, como consecuencia de la falta de actitud del DEM para transparentar su gestión, reconociendo también  la existencia de obstáculos procedimentales y presupuestarios.

4. Respecto a la posible introducción de modificaciones positivas al régimen legal de control vigente, sólo el bloque opositor cree necesario que hay que modificar la Ley Orgánica de Municipalidades, imponiéndole al DEM la obligación de informar sobre sus actos y otorgándole al TMC, mayor independencia funcional y autonomía financiera, con la incorporación al mismo, de veedores sin voto y con participación activa de la ciudadanía, con la obligación de publicar sus dictámenes por internet y remitirlos a bibliotecas públicas y/o populares y a los cuerpos colegios profesionales correspondan. 

Control Interno Del Sector Público Municipal: Entrevistas a Funcionarios de línea de la Municipalidad de Rosario.

Se mantuvieron entrevistas con funcionarios dependientes de la Subsecretaría de Hacienda y de la Subsecretaría de Economía, ambas pertenecientes a la Secretaría de Hacienda de la Municipalidad de Rosario.

Las entrevistas fueron estructuradas, realizadas algunas oralmente, y otros prefirieron responder por escrito. 

Resultó de importancia que en las consideraciones efectuadas por integrantes de la Dirección General de Auditoría, se advirtiera un cambio respecto del concepto que se venía acuñando de auditoría en el Municipio, mutando hacia uno más moderno e integrativo, que hace hincapié en el intercambio de información, cooperación y colaboración entre los diferentes niveles de actuación. La idea no es que los funcionarios se ‘sientan’ controlados, sino que ellos mismos entiendan el control como una herramienta eficaz para el mejoramiento permanente de su gestión. Comentaron en este sentido, buenas experiencias fundamentalmente en el área de cultura y de salud, encontrándose en curso una intervención saludable en el área de servicios públicos, específicamente en la Dirección General de Transporte. 

Por su parte, también son para destacar las opiniones manifestadas por funcionarios del área de Estrategia Fiscal, quienes en líneas generales expresaron que, el objetivo del control de la gestión pública sería contar con información oportuna y confiable para el adecuado conocimiento, análisis y evaluación de los programas, la detección de desviaciones, la corrección y reorientación de las actividades cuando corresponda o así lo demanden las circunstancias, permitiendo la oportuna toma de decisiones que aseguren el debido cumplimiento de los planes, programas y actividades encomendadas a la Administración Municipal.

Con relación a los medios o instrumentos jurídicos que  utilizan para ejercer el control, destacaron la existencia de todas las disposiciones normativas en que se fundamentan y legitiman la gestión, comprensivas de un conjunto de leyes, ordenanzas, decretos y reglamentaciones de carácter general y específico, que abarcan los aspectos jurídicos, administrativos, contables, físicos y financieros en que se enmarquen las acciones. Respecto a la valorización acerca de su eficacia y eficiencia, consideran que para ello deben definirse los programas de trabajo, las reglas para abordarlas, los límites de responsabilidades y competencias, los soportes de sistemas, procedimientos y métodos de trabajo, resultando esos medios necesarios, en la medida en que delimitan el objeto sujeto a control y otorgan las referencias para su seguimiento.

En torno a los recursos humanos y materiales de los que dispone la Administración para ejecutar eficazmente sus tareas, advierten que el  presupuesto operativo básico se ajusta a los recursos humanos y materiales existentes, contando en paralelo con planes de eficiencia a la espera de recursos pertinentes. En general, se intenta transitar los canales que adecuen los recursos materiales, mediante la capacitación permanente, a los fines de alcanzar algunas transformaciones válidas. Se podría hacer mucho más y mejor.

Indicaron asimismo, que existe un manual operativo básico, complementado con instrucciones específicas, sujeto a actualizaciones  periódicas, resaltando que a través del Área de Análisis y Diseño se propende a obtener un constructo integrador.

Los funcionarios entrevistados señalan que los obstáculos más habituales que han encontrado en su tarea a los fines del control, son normativos y presupuestarios. 

Opinan asimismo, que más que modificar el régimen legal actual para un control efectivo de su parte, debería propenderse a la armonización del mismo, haciendo hincapié en que el control debe ser interdisciplinario. 

Conclusión

Hemos encontrado una buena disposición en los entrevistados hasta el momento, pudiendo señalar que consideran al control como una herramienta nueva de mucho interés en los distintos niveles de la Administración Municipal. En la mayoría además, surge la concepción del control como instrumento útil y necesario para una mejor gestión pública, atenuando la importancia del control represivo. También es de interés, la expansión del concepto de control más allá de las fronteras administrativas. Los funcionarios destacan que dentro del contexto económico, el sector público debe gestionarse estimulando la creatividad y la innovación, por lo tanto en la nueva economía la incertidumbre, las inestabilidades, el desequilibrio debe reconocerse asumirse y gestionarse, el poder pasa a depender de la información, del conocimiento y de la innovación. 

Hemos advertido que nos encontramos ante una realidad compleja, en donde la actividad de control se transforma en una compleja red de relaciones interorgánicas e intersubjetivas, que confluyen en una “composición operativa de intereses públicos”. Lo esencial en el control no debería ser un esquema. Los criterios de control (incluso en los de sólo legalidad) no deben servir para el desarrollo de una operación lógica formal, sino para salvaguardar concretos valores políticos- administrativos. “La evolución de la gestión y del control está relacionada con la evolución del proceso científico y del entorno, desde la economía industrial a la nueva economía de la información y la complejidad, dando lugar a nuevas estrategias de control complejas en las que el futuro y el entorno ya no sólo se anticipan sino se crean”.

En consecuencia debemos considerar al Derecho como una unidad compleja, y la metodología para poder objetivarla debe acudir a la modelización que nos permita integrar y construir un todo, que no es la suma de partes, sino modelo sistemático que incluya las estructura del sistema, la dinámica de las acciones interacciones, retroacciones recursividades. 
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